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La Disposición Transitoria primera 1.c) de la Ley 9/2002 urbanística de Galicia actualmente vigente (LOUG), limitó a dos años -con término el 31/12/2004-, la gestión de los polígonos salidos de los Planes Generales municipales aprobados con anterioridad a la Ley 1/1997, que era la anterior a la actual LOUG; situación urbanística en la que se encuentra el planeamiento de la gran mayoría de los Ayuntamientos gallegos. Transcurrido el plazo dado sin completar los polígonos, dice la LOUG que: «serán de aplicación … los límites mínimos de edificabilidad establecidos para el suelo urbano no-consolidado por esta ley…». La edificabilidad se restringe drásticamente en el Suelo Urbano No Consolidado y en el Urbanizable en función del nivel poblacional municipal, y supone en la gran mayoría de los casos, una drástica rebaja en el contenido normal de la propiedad representado como derecho edificable otorgado por anteriores planeamientos municipales. 

Uno de los grandes errores de la LOUG es esta limitación irracional de restricción de edificabilidades por tipos de municipios que al efecto dispone su artículo 46. En él se contemplan traiciones a muchos principios que deberían de respetarse. El problema se manifiesta en fraude de razón por móviles diferentes:

a) Bajo el punto de vista económico porque vulnera frontalmente el principio del mercado, alterando “la mano invisible” a la que se refería Adam Smith como la mejor herramienta de regular las cosas en precio y en cantidad. 

b) Sin dejar de estar relacionado con lo anterior, el artículo 46 de la LOUG comete el grave error de tratar por igual situaciones municipales desiguales. No hay un municipio igual a otro, bien por posición
, bien por pertenecer a una conurbación de mayor actividad urbana, o por sensibilidad urbanizadora por cualquier causa social, a pesar de tener la misma o semejante población. El error esta servido y semejante trato igual a diferentes situaciones es radicalmente absurdo e impropio.  

c) Se vislumbra también un error de origen político, producto quizá de la falta de carácter que se desprende del trabajo de las comisiones parlamentarias sectoriales, aprobando lo que los ejecutivos ordenan. La legislación urbanística tiene sus normas de policía para sancionar disparates urbanísticos ilegales, y también se dispone del resto del ordenamiento jurídico, especialmente las normas penales. Las primeras disponen sanciones y procedimientos a los infractores
, las segundas, desgraciadamente, no suelen activarse. La enseñanza vivida muestra que no resulta al uso que el mismo partido de gobierno levante la suciedad causada por un Ayuntamiento del mismo color
. Consecuencia: suelen dejarse al margen las posibles responsabilidades penales y se pretenden articular medidas de control fuera de las normas de policía, y en este sentido podemos acusarlas de medidas en presunto fraude legislativo, de forma que así se guarda la ropa sucia perjudicando la regulación de la ordenación de los usos del suelo residencial en libertad dentro de la necesidad municipal. El nefasto artículo 46 de la LOUG carece de lógica salvo penetrar en este sentido de intentar “tapar” con medidas impropias de limitación lo que realmente debe hacerse con medidas enérgicas de policía urbanística y penal si es el caso. 

En el caso de los tramites de unidades de actuación con edificabilidad basada en anteriores planeamientos, el legislador gallego, quizá guiado por un espíritu encomiable en considerar el mundo burocrático institucional, eficiente y raudo, al dar tan poco margen de tiempo para un desarrollo cuajado de tramites administrativos y de obras, pecó de excesivamente escaso y los dos años de aquella Disposición Transitoria se fueron liquidando sin pausa entre un trámite y otro. Consciente de ello, la Ley 15/2004, modificó aquella disposición en dos supuestos: 1º), aumentando en un año más aquel plazo, con termino ahora el 31 de diciembre pasado, y 2º), no será preciso finiquitar toda la gestión del polígono, con sólo tener aprobado en la fecha el correspondiente instrumento de equidistribución, los polígonos salvarán la fatídica rebaja edificatoria del artículo 46 de la LOUG. Pero tales nuevas medidas ni siquiera han aliviado los temores municipales y siguen siendo innumerables los polígonos que quedaron congelados a finales de año pasado por no cubrirse el plazo. Otros errores del legislador los tenemos aquí, veámoslos.
En primer lugar, sabemos que aquellos polígonos sorprendidos el 31/12/2005 perdieron edificabilidad por mor del maléfico artículo 46 de la LOUG. Tal contingencia causa efectos negativos al anularse todo lo caminado en tramites. Inevitablemente se retrasará la gestión urbanística municipal, con el agravante de la elevación del precio de las viviendas a medio plazo. Es previsible esta elevación por la congelación operada en los procesos de gestión del desarrollo urbanístico, típico efecto de restricción de la oferta inmobiliaria.
En segundo, del que tampoco parece haber sido consciente el legislador urbanístico gallego, surge de la valoración jurídica negativa del efecto causado. Es lo que aquí denominamos por su efecto adaptación automática del planeamiento, que se realiza en la edificabilidad de los ámbitos de los polígonos que han sucumbido al plazo fatídico. El automatismo en el cambio de determinaciones urbanísticas por aquella Disposición Transitoria deviene arbitraria e inconstitucional porque no implica que se produzca tramite alguno de adaptación a la nueva LOUG del planeamiento general vigente en los Ayuntamientos sorprendidos en el trance de fin de año. Esto representa un caso insólito en el Derecho Urbanístico, al menos en dos supuestos que desprenden olor de inconstitucionalidad por injerencia en los artículos 9.3, 14 y 31 de la Constitución.
Dado el carácter reglamentario de los Planes Generales, su vigencia es indefinida en tanto no se revisen o adapten, así lo establece el artículo 92 de la LOUG. Pues bien, este artículo resulta inconstitucionalmente derogado por la Disposición Transitoria primera de su misma Ley, afectando a los ámbitos polígonos o unidades de actuación caídos en desgracia. Pasado el 31 de diciembre, el Plan General vigente sin adaptar contiene una edificabilidad y el artículo 46 de la LOUG impone otra inferior para esos sectores atrapados. Esta es, por su efecto, lo que denominamos una ilegal adaptación automática del planeamiento. Y hablamos también de polígonos atrapados, y atrapados es la palabra adecuada porque bajo el planeamiento municipal vigente anterior a la ley de 1997, los polígonos atrapados sufren una rebaja automática de tal contenido normal o útil de la propiedad, sin tramites previos, sin información pública de garantía, sin intervención de la función social. 

Si la utilidad urbanística de la propiedad la da el Plan General vía función social, resulta que tan función social ha legitimado la edificabilidad de los planes vigentes anteriores a la Ley 1/1997 como los adaptados a ésta o a la actual LOUG. Pero en aquellos anteriores vigentes, su adaptación automática, de resultar menor la edificabilidad consecuente, supuesto normal, lesionará aquel contenido fijado en el Plan General anterior. Por tanto, dudamos de que la citada Disposición Transitoria de la LOUG pueda cercenar aquella utilidad de la propiedad sin más, perjudicando su contenido útil o económico en cuantías que incluso pueden caer por debajo de la mitad de la edificabilidad que el Plan antes disponía. Por esta razón, al aplicarse a la baja la edificabilidad en los polígonos por la cuchilla del artículo 46 de la LOUG, los Ayuntamientos pueden enfrentarse a indemnizaciones millonarias, y no siendo causa de los titulares el incumplimiento del término resolutivo, la diferencia de edificabilidad deberá de indemnizarse por la perdida del contenido económico. 

Otro pecado de nuestro legislador a purgar: el control de la interdicción de la presunta arbitrariedad incluida en la Disposición Transitoria, porque sólo castiga con el fantasma del artículo 46 a aquellos Ayuntamientos con Planes Generales vigentes aprobados con anterioridad a la Ley 1/1997, excluyendo así los aprobados al amparo de esta Ley. Tal discriminación es impropia en Derecho y atenta contra el artículo 14 de la Constitución (en relación con el 9).  

Con todo, el legislador urbanístico esta causando tal intranquilidad en el mundo municipal del urbanismo, y se entiende por lasas determinaciones de escasa meditación, que los problemas se aumenta y agravan, al tiempo que el desorden urbanístico crece con la misma inducción y velocidad. Nadie desea eso. 
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� Situación litoral, contra situación interior, etc. 


� Aunque miran más al ciudadano como infractor a pesar de que en eso de los incumplimientos son los Ayuntamiento los responsables directos por acción u omisión.


� Incluso del contrario, quizá sea por temor al efecto revancha. No hace mucho que el Presidente de Andalucía, poco antes de estallar el escándalo del Ayuntamiento de Marbella, manifestaba a los medios de comunicación, conocidas ya sus ilegalidades groseras, que quizá con la nueva ley urbanística en proyecto se le supriman al Ayuntamiento marbellí todas sus competencias urbanísticas. Esto dijo, pero de ello se deduce una solución en fraude, porque si se conocen las infracciones para exigir responsabilidades personales, para ello están el Código Penal y el procedimiento sancionador, pero, ante esas medidas, únicas que limpiarían las responsabilidades involucradas, se busca otra salida que nada sana o limpia.       
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